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52. Recordemos un buen resumen: participación 
electoral más baja que en otras democracias euro- 
peas, si bien depende del tipo de consulta que sea. 
El nivel de fragmentación es bajo y la polariza- 
ción es también pequeña. La volatilidad es eleva- 
da y la orientación política ha mantenido una ten- 
dencia centrípeta de juego político (J. M. VALLES. 
"Entre la regularidad y la indeterminación: balance 
sobre el comportamiento electoral en España ( 1977- 
1990)". En: F. J. BOBILLO (Coord.). España a deba- 
te. la política. Madrid: Tecnos, 1991. 
53. P. ROMÁN. "Los sistemas de partidos: un calei- 
doscopio de intereses". Política y Sociedad, Nº 20 
(septiembre-diciembre, 1995), p. 82. 
54. La configuración de los subsistemas autonómi- 
cos de partidos ha despertado un interés que se co- 
rresponde con los estudios que se han dedicado a 
esta cuestión, desde los que abarcan una perspectiva 
general, como J. R. MONTERO y M. TORCAL, "Auto- 
nomías y comunidades autónomas en España: pre- 
ferencia, dimensiones y orientaciones políticas", en: 
A. F,ouEROA v E. MANCISIDOR (Coords.), Poder polí- 
tico y comunidades autonámas, editado por el Parla- 
mento Vasco en 1991, a los dedicados especialmen- 
te a comunidades autónomas específicas. Sería muy 
dificil citar la abundante bibliografta producida; como 
botones de muestra, incluyamos a: G. CoLOME. "El 
sistema de partidos en Cataluña", lnguruak, 13, 1995; 
F. J. LLERA. "La construcción del pluralismo polari- 
zado vasco"; J. MONTASES y F. FERNÁNDEZ-LLEBREZ. 
"Rasgos básicos y tendencias del comportamiento 
electoral y del sistema de partidos en Andalucía" y 
J. HERNÁNDEZ BRAVO. "Las elecciones en Canarias: 
autonomía e insularismo", los tres en: P. DEL CASTI· 
LLO (Ed.). Comportamiento político y electoral. Ma- 
drid: CIS, 1994; J. PORTERO MouNA, R. MA12 SuA- 
REZ y R. BLANCO VALDÉS. las elecciones de /982 en 
Galicia. Universidad de Santiago de Compostela, 
1983; A. ÁLVAREZ MORALES. Sistema de partidos y 
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comportamiento político en Extremadura 1977-1987. 
Badajoz: Editora Regional de Extremadura, 1994; 
M. REVENGA. "Nueve años de gobiernos autonómi- 
cos. Un balance". REP, N° 64 (1989). 
55. Grupos como Correo, Prisa o Zeta controlan 
prensa, radio y televisión. 
56. P. IBARRA, J. IDOYAGA y R. ZALLO. "Ideologías 
y medios de comunicación en los ochenta". En: M. 
ETXEZARRETA (Coord.). la reestructuración del ca. 
pitalismo en España (1970-/990). Barcelona: lea. 
ria, 1991, p. 746. 
57. J. R. MONTERO y M. TORCAL. "La cultura polí- 
tica de los españoles: pautas de continuidad y carn- 
bio", Sistema, N° 99 (noviembre de 1990), p. 70. 
58. J. M. MARAVALL. la política de la transición. 
Madrid: Taurus, 1984. 
59. J. BOTELLA. "La cultura política en la España 
democrática". En: R. COTARELO (Comp.). Transi- 
ción política y consolidación democrática. España 
(1975-1986). Madrid: CIS, 1992, p. 130. 
60. A. PANEBIANCO. "La dimensión internacional del 
proceso político". En: G. PASQUINO y OTROS. Ma- 
nual de ciencia política. Madrid: Alianza, 1989, 
pp. 413 y SS. 
61. Parece ser que las políticas exteriores tienden 
a caracterizarse más por el continuismo que por el 
cambio; por ello es conveniente distinguir entre 
"cambio" y "ajuste", para explicar qué ocurre real· 
mente cuando hay un relevo gubernamental. Otro 
punto de análisis radica en la autonomía de dicha 
política exterior, entendida como coherencia entre 
los intereses nacionales y el entorno internacional 
y ella misma. Véase C. DEL ARENAL. "La posición 
exterior de España". En: R. CoTARELO (Coord.). Tran- 
sición política y consolidación democrática. Espa- 
ña (1975-1986). Madrid: CIS, 1992. 
62. Véase C. LAIZ. "Problemas y perspectivas de 
la democracia española". Política y Sociedad, Nº 
20 (septiembre-diciembre. 1995), pp. 9 y ss. 

MARÍA CRISTINA GÓMEZ ISAZA 

Aspectos ideológicos 
de la interpretación constitucional 

El siguiente texto tiene como objeto la 
discusión de algunos aspectos ideológi- 
cos que influyen en el intérprete de la 
Constitución, los cuales se evidencian desde 
la perspectiva del sujeto encargado del 
control constitucional. Su contenido es 
parte de mi tesis doctoral defendida el 
verano pasado en la Universidad de Nava- 
rra, tesis que quiso plantear un modelo 
realista en la interpretación de la Consti- 
tución basado en las sentencias del Tribu- 
nal Constitucional español. Tal vez por 
ello a lo largo de esta exposición las refe- 
rencias serán tomadas en su inmensa ma- 
yoría de la doctrina española. 

Pretendo hacer una presentación de los 
elementos ideológicos que constituyen los 
fundamentos de la interpretación constitu- 
cional y evaluar (sin pretensiones de de- 
mostración definitiva, un principio de 
discusión) cómo dichos elementos ideoló- 
gicos que influencian la labor de la juris- 
dicción constitucional no son reconocidos 
actualmente por nuestra comunidad jurí- 
dica. Dicho desconocimiento tiene una ra- 
zón: la identificación de la interpretación 
constitucional con la legal, identificación 
que ha generado críticas de carácter nor- 
mativo e institucional que no son en esen- 
cia el parámetro que define la labor de este 
legislador negativo. 

En este orden de ideas, haré una breve 
diferenciación entre la interpretación cons- 
titucional y la interpretación legal; poste- 
riormente intentaré presentar las diferen- 
tes ideologías de la interpretación judicial 
para buscar la ideología a la que se adhie- 
re nuestro sistema constitucional; con ello 
develaremos el porqué (a grandes rasgos 
por supuesto) de las actuaciones de la ju- 
risdicción constitucional. Una vez deter- 
minada la naturaleza de esta labor del in- 
térprete de la Constitución, formularé una 
propuesta acerca de los límites a la fun- 
ción de la interpretación de la Constitución, 
como conclusión de este trabajo. 

1. LAS DIFERENCIAS ESENCIALES 
ENTRE LA INTERPRETACIÓN 
CONSTITUCIONAL Y LA LEGAL 

Por el objeto 

Se advierten dos diferencias esenciales: 
por el contenido de la norma constitucio- 
nal y por la estructura de la misma. En el 
primer sentido, se acepta que la Constitu- 
ción posee cuatro dimensiones: la dimen- 
sión ética, la política, la sociológica y la 
normativa'. En el segundo sentido, se asu- 
me que la Constitución es una norma de 
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máximos y la ley ordinaria de mínimos2, 
por lo tanto la estructura de sus normas 
generalmente es distinta a la estructura de 
la norma ordinaria (supuesto de hecho- 
consecuencia). 

La Constitución posee normas que son 
valores, principios, declaraciones de inten- 
ciones; todas estas normas se ubican en las 
diferentes dimensiones ya referidas, y por 
lo tanto no encuentran su sentido en las 
reglas o métodos que tienen como objeti- 
vo buscar la intención subyacente del au- 
tor dentro de una única dimensión lógica 
normativa, la cual, según la escuela histó- 
rica o exegética, en ocasiones es cerrada, 
como lo es el ordenamiento jurídico infra- 
constitucional. 

El contenido del término Constitución 
nos representa diversos conceptos, con plu- 
ralidad de sentidos políticos, sociales, axio- 
lógicos. La Constitución no sólo establece 
las instituciones del Estado y los procedi- 
mientos por medio de los cuales se ejerce- 
rán las funciones asignadas a las mismas; 
en la Constitución se establecen metas y 
objetivos considerados valiosos y necesa- 
rios para una comunidad determinada. 

Por los procedimientos 

Ante la importancia de la eficacia de la 
Constitución y de su interpretación, ha 
sido recurrente su estudio bajo la perspec- 
tiva de los métodos. Los métodos de inter- 
pretación legal, que hemos heredado de la 
escuela histórica de Savigny y de la es- 
cuela exegética, son insuficientes al mo- 
mento de buscar el sentido de las normas 
de la Constitución, pues ellos fueron dise- 
ñados para hallar el sentido de una norma, 
establecido por la intención de su autor; 
en el caso de la norma constitucional, esta 
volurl'tad no se determina de manera con- 
creta, ya que el Constituyente en ocasio- 
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nes redacta de manera ambigua y equívo- 
ca las normas que regulan las relaciones 
de poder, para evitar que una única ideo- 
logía o un único interés elimine la posibi- 
lidad de aceptar otras opciones que se 
presenten en el desarrollo del juego polí- 
tico. 

El método jurídico, expuesto tanto por 
la escuela histórica como por la exégesis, 
consideraba que la meta a la que debía lle- 
gar la labor del intérprete de la ley era la 
de desentrañar la voluntad de su creador 
(legislador), voluntad que podía determi- 
narse por reglas que en su inmensa mayo- 
ría declaraban su confianza por los térmi- 
nos en los que eran redactadas las normas. 
Los elementos literal, sistemático, históri- 
co y teleológico eran concebidos como 
medios para descubrir la intención de un 
legislador, del que no se discutía su sabi- 
duría, elementos que obligaban al intérprete 
a respetar la racionalidad de un legislador 
que no se equivocaba, que no era redun- 
dante, que sabía expresarse y que no se 
contradecía; este intérprete no sólo mante- 
nía la actitud de mitificación ante el crea- 
dor de la ley, sino que era obligado a man- 
tener una fe cerrada ante el orden jurídico 
que, según estas reglas, siempre tendría una 
respuesta en la normatividad, pues ese or- 
den jurídico era completo. 

Ante el descrédito de la ley y de los or- 
ganismos de elección popular, la Consti- 
tución ha sido entonces asumida como la 
norma fundamental y fundamentadora de 
un orden jurídico que comienza en sus pro- 
pios postulados y no en los de la ley. Na- 
die considera de manera ciega y radical que 
el legislador es sabio; actualmente se plantea 
que éste, a pesar de su libertad de configu- 
ración, debe respetar los postulados cons- 
titucionales y que es la misma Constitu- 
ción el parámetro de control de todas las 
actividades de los órganos del Estado y de 
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tos particulares. La Constitución como rea- 
lidad política es concebida bajo una plura- 
lidad de ideologías, lo que hace imposible 
plantearse un conjunto de procedimientos 
y de reglas de interpretación de la misma 
que tengan como meta el desentrañar una 
intención clara y definida. 

Por el sujeto 

A la jurisdicción constitucional se le en- 
carga la guarda de la integridad de la 
Constitución. Es por ello que la interpre- 
tación de ésta adquiere mayor importan- 
cia en cabeza del sujeto que detenta el 
control concentrado de la constitucional i- 
dad del ordenamiento jurídico, pues sus 
decisiones adquieren el carácter de modi- 
ficatorias de la legalidad. Nadie discute la 
semejanza de este poder de control con el 
del legislador cuando su resultado es la 
declaratoria de inconstitucionalidad de una 
norma ( el propio Kelsen lo denominó "le- 
gislador negativo") o cuando sus decisio- 
nes de constitucionalidad condicionada 
establecen los términos en los que una 
norma debe ser entendida como constitu- 
cional (a contrario sensu será inconstitu- 
cional), que son los casos en que los tribu- 
nales constitucionales emiten sentencias 
interpretativas o manipulativas. 

La naturaleza del órgano encargado de 
interpretar la Constitución nos hace reflexio- 
nar también en la importancia que posee 
esta función y en la impropiedad que su- 
pone que éste se limite a utilizar juicios 
lógicos de deducción al momento de emi- 
tir sus sentencia. Se considera que la natu- 
raleza de los órganos que interpretan con 
autoridad la Constitución es política, pues 
tiene la facultad de reformar el ordenamiento 
jurídico infraconstitucional, pero se admi- 
te que lo hace por medio de procedimien- 
tos reglados y por ende su labor es jurídi- 
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ca. Las tesis eclécticas han convenido que 
la naturaleza de estos sujetos es jurídico- 
política. Su naturaleza es jurídica, pues ja- 
más actúan por fuera de un procedimiento 
que no sea reglado y lo hacen a petición 
de parte, excepcionalmente de oficio, y es 
política por el objeto en el que recae su 
función de intérprete y por el resultado de 
su labor, que es la actualización y concre- 
tización del texto constitucional. 

Se ha discutido la posición institucio- 
nal de este sujeto frente a los demás pode- 
res y se ha llegado a definiciones tales como 
la de órgano constitucional especial, que 
desarrolla su función por medio de méto- 
dos especialmente judiciales pero también 
con modos operativos políticos, dependien- 
do de la funciones que cumpla: la protección 
de los derechos individuales o la garantía 
y perfeccionamiento de la Constitución. Si 
se acentúan sus aspectos institucionales, 
aparece como un cuarto poder, o como una 
cuarta instancia3• 

En Colombia el sujeto que detenta el 
encargo de la guarda de la Constitución es 
la Corte Constitucional, que junto con el 
Consejo de Estado posee el control de cons- 
titucionalidad de la normatividad infracons- 
titucional; está considerada como jurisdic- 
ción y por ello debe respetar los principios 
que establece la Constitución para los jue- 
ces. Sus decisiones tienen fuerza de cosa 
juzgada, y de acuerdo con el artículo 241 
numeral 9 puede revisar ( en la forma que 
determine la ley) las decisiones judiciales 
relacionadas con la acción de tutela de los 
derechos constitucionales, lo cual ha lle- 
vado a pensar que se le atribuye ese ca- 
rácter de un cuarto poder. 

El análisis de estos tres criterios ha de- 
terminado la necesidad de plantear una 
nueva hermenéutica independiente de la 
clásica, basada en la especialidad del ob- 
jeto y en el poder del sujeto que tiene la 
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autoridad de interpretar la Constitución, a 
lo que se aúna la necesidad de humanizar 
el Derecho, lo cual nos hace asistir a Iaju- 
dicialización del mismo. Es obvio que en 
la actualidad la figura del legislador como 
representante del pueblo y de sus intereses 
ha perdido credibilidad; la sociedad, según 
Aarnio, mantiene la legitimidad del siste- 
ma, mas no la de las instituciones del Es- 
tado: «Los ciudadanos aceptan pasivamente 
las soluciones legislativas. Ya no sopesan 
racionalmente las diferentes soluciones tal 
como lo exigía el ideal originario. Su acep- 
tación podría ser descrita como una leal- 
tad general frente al sistemas", Sólo la fi- 
gura del juez puede mantener la idea de 
orden y equilibrio, si éste busca con su ac- 
tividad los valores que pretende hacer efec- 
tivos dicha sociedad, valores que pueden 
ser resumidos en el ideal de certeza. Esta 
certeza no se asimila a la idea que de la 
misma se poseía en la época de la Ilustra- 
ción; actualmente, esta certeza que buscan 
las sociedades democráticas tiene como 
contenido ya no sólo la expectativa de la 
protección jurídica de los intereses de los 
individuos que la conforman, sino también 
la expectativa de que se evite la arbitrarie- 
dad y de que la decisión sea justa y corree- 
ta'. 

Por lo tanto la posición del juez, sus 
valoraciones, las justificaciones de sus fa- 
llos, no deben ser analizadas bajo la dimen- 
sión estrictamente normativa; cuando el 
intérprete de la Constitución determina el 
sentido de la misma, ha considerado dimen- 
siones axiológicas, sociológicas y políti- 
cas, y la ideología que éste posee será el 
parámetro de crítica que nos podrá dar las 
razones del porqué de sus fallos. Al inter- 
pretar la Constitución no tendrá como ar- 
gumento fundamental de su decisión la fi- 
gura del legislador; antes la voluntad de 
éste podía solapar la actitud subjetiva del 
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juez. Se admite que esta subjetividad (mas 
no arbitrariedad) es algo inherente a la la. 
bor judicial, y con mayor razón a la juris, 
dicción constitucional. Es por ello que se 
hace necesario exponer el concepto de ideo. 
logía de la interpretación judicial y cómo 
ésta determina al intérprete de la Constitu. 
ción en el momento de fallar. 

2. LA IDEOLOGÍA 
DE LA INTERPRETACIÓN JUDICIAL 

Definición 

Definimos a las ideologíasj udiciales como 
el sistema de opiniones y valores suscep- 
tibles de influenciaro condicionar el com- 
portamiento de los jueces; se considera 
ideología a aquel conjunto de postulados 
y valoraciones que determinan cómo toma 
el juez sus decisiones6• No es un «conoci- 
miento o imagen falsa de la realidad»7; 
tampoco es laadhesiónaun ideal político. 

La ideología judicial posee el significa- 
do de oposición y contraste con la idea de 
la interpretación como razonamiento lógi- 
co y perfectamente previsible. Zagrebels- 
ky la denomina "precomprensión": consi- 
dera que ésta se encuentra dentro del círculo 
interpretativo, donde el caso interroga al 
Derecho y éste le atribuye significado al 
caso; es la anticipación de sentido y de valor 
que requiere confirmación dentro del or- 
denamiento jurídico, como anticipación de 
solución que es provisional y necesita con- 
firmaciones más allá de la precomprensión 
misma, y que sin embargo es esencial para 
encaminar en su justo sentido la indaga- 
ción que se ha de llevar a cabo. No es la 
puerta abierta al libre albedrío, no es la 
determinación tomada o el prejuicio sub- 
jetivo, sino una posición del intérprete que 
se puede someter a crítica pública. Para 
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Zagrebelsky, tres son los elementos que a 
su juicio pueden ser controlados dentro de 
esa precomprensión: el contexto cultural, 
el Derecho y la percepción que de su tarea 
general tiene el intérprete8• 

Reconocer la existencia de esta ideolo- 
gía, para Saavedra, obliga a revisar la con- 
ciencia de sí del jurista como científico del 
Derecho, a asumir su subjetividad que la 
conforman las concepciones y la tradición 
jurídica, esto es, el conjunto de ideas acer- 
ca de la sociedad y del Estado, de las rela- 
ciones humanas y de la historia. Se trata 
de asumir, según el autor, el carácter radi- 
calmente político de la ciencia del Dere- 
cho, del conocimiento normativo, tanto más 
cuanto más radicalmente político sea el 
sector de las relaciones humanas de que se 
trate9• Este elemento político es más obvio 
cuando el objeto por interpretar es la Cons- 
titución. 

En resumen, los autores citados consi- 
deran que el operador jurídico posee una 
ideología que se encuentra conformada 
básicamente por las ideas acerca de lo que 
es Derecho, de la función del propio juez 
y del contexto cultural. 

Según Wroblewski, los elementos de esta 
ideología se encuentran en las normas ju- 
rídicas, en la doctrina, en los comenta- 
rios a la jurisprudencia, en la filosofía del 
derecho cuando se pronuncia sobre la po- 
sición del juez y en las justificaciones de 
las decisiones de los Tribunales". Prieto 
Sanchís por su parte, considera que la ideo- 
logía no se encuentra en la normatividad, 
sino por fuera de ella11• 

Cabría agregar que estas constantes son 
compartidas por todos los intérpretes del 
ordenamiento jurídico; sin embargo, en el 
caso específico del intérprete de la Consti- 
tución, es básico también el concepto acerca 
de la misma y de su origen ( el constitu- 
yente primario). Además, estas ideas son 
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preconcebidas, hacen parte de la cultura que 
vive el juez e intérprete de la Constitución 
y que comparte con una sociedad determi- 
nada. 

El estatus y legitimidad de la ideología 

Según Prieto Sanchís, la legitimación de 
esta posición extranormativa se funda- 
menta en la necesidad de justificar las 
decisiones, que desde un punto de vista 
jurídico se traduce en la exigencia de 
motivación. Para el citado autor el hecho 
de que algunos de estos elementos ideoló- 
gicos no pueden ser extraídos del Derecho 
positivo hace necesaria la fundamenta- 
ción externa, que tiene por objeto la justi- 
ficación de las propias premisas adopta- 
das como base del razonamiento12• Esa 
justificación puede representar el criterio 
clave para definir la posición del intérpre- 
te o aplicador del Derecho, donde la ac- 
tuación racional constituye su principal 
fuente de legitimidad. 

Según el citado autor, el control social 
de la actividad de la interpretación y apli- 
cación del derecho se manifiesta sólo en 
aquella sociedad donde existe una distin- 
ción de funciones entre quien formula la 
norma y quien la aplica; la distinción no 
es absoluta, pero se expresa en que, así como 
al legislador se le exige principalmente 
autoridad, el juez debe responder ante todo 
de la manera como ejerce su actividad. El 
Parlamento se legitima más por su origen 
que por su comportamiento, mientras que 
a la inversa, el intérprete se justifica pre- 
ferentemente por el modo de ejercer su fun- 
ción; al primero se le controla a través de 
su elección y al segundo mediante la críti- 
ca de su comportamiento, y para que esta 
crítica pueda verificarse es necesario que 
sus decisiones aparezcan en términos ra- 
cionales y comunicables13• Concluye que 
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la legitimidad de estos elementos ideoló- 
gicos no procede de la previa aceptación 
de un sistema de valores, sea éste el dere- 
cho natural, el consenso social o la filoso- 
fía política más o menos coherente incor- 
porada a la Constitución, sino más bien de 
su posibilidad de justificación racional. 

Clases de ideologías 

Cada ideología expresa un modelo de juez 
y, por tanto, un paradigma de interpreta- 
ción; Prieto Sanchís cita dos ideologías 
extremas: la ideología de la codificación 
o del juez vinculado, y la ideología socio- 
lógica o de la libre decisión judicial, pero 
admite la posibilidad de posiciones inter- 
medias (ideología del juez legal racional 
de Wroblewski). Considera que en estas 
acepciones, la ideología presenta un ca- 
rácter prescriptivo, pues se trata de postu- 
lar un modelo de interpretación y de orga- 
nizaciónjudicial'", Se describirán entonces 
estas ideologías con los elementos que la 
conforman y posteriormente los elemen- 
tos concretos de las mis mas en la interpre- 
tación de la Constitución. 

a) La ideología de la decisión vinculada 
o determinada 

Es la ideología de la filosofía política del 
Estado liberal del siglo xrx y del pensa- 
miento iuspositivista. Sus bases se pue- 
den sintetizar en las opciones que el Esta- 
do burgués tuvo acerca del sistema político, 
la idea que éste poseía acerca del Legis- 
lador, del poder de los jueces y la idea de 
Derecho y los valores que éste propugna. 

La separación de poderes es el sistema 
político que garantiza la libertad de los ciu- 
dadanos; el Parlamento es en exclusiva el 
progenitor de la ley; ésta es la forma supre- 
ma del Derecho y todos los demás actos 
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normativos están subordinados a ella. El 
pueblo, mediante sus representantes parla. 
mentarios, demarca los límites de su Iibej, 
tad y los fija en los textos legislativos. 

El poder de los Tribunales es nulo; sólo 
pueden aplicar leyes, pero no crear normas 
jurídicas. De aquí se deriva una tesis teóri- 
ca sobre la consistencia del Derecho: si el 
juez debe ser «la bouche qui prononce les 
paro/es de la loi» (la boca que pronuncia 
las palabras de la ley), la decisión judicial 
ha de estar perfectamente circunscrita por 
esas leyes. 

Según los postulados valorativos (sobre 
el cometido de los jueces) que definen esta 
ideología, la legalidad formal se erige en 
el valor dominante del oficio jurisdiccio- 
nal: una única decisión es conforme con la 
ley; sólo ella es -por definición- justa. 

La actividad judicial se rige, además, por 
otros valores complementarios: la certeza, 
la seguridad jurídica, la estabilidad de las 
decisiones, etc. Obviamente, si la decisión 
del tribunal está completa y estrictamente 
determinada por la ley, las sentencias se- 
rán estables y seguras como las leyes mis- 
mas. Las leyes forman un sistemajurídico 
que es completo, cerrado y no contradic- 
torio. La interpretación de este ordenamiento 
se hace por medio de la lógica formal, y 
sus problemas son resueltos por la volun- 
tad del legislador (concebida como un he- 
cho histórico y psicológico)15• 

b) La ideología de la libre decisión 
judicial 

Nace como antítesis de la ideología de la 
decisión vinculada. Es el antiformalismo 
y el antipositivismo que caracterizan a 
todos los movimientos de la libre recher- 
che, Freirechtsbewegung o giusliberis- 
mo; el contexto político es el del rnonopo- 
lio e intervencionismo de Estado16• No 

está afiliada a ninguna corriente política 
determinada (la caída del liberalismo dio 
paso a varias corrientes políticas, ninguna 
de ellas tomó una mayor preponderancia). 

Según lgartua Salaverría, esta ideología 
rechaza la concepción positivista de la ley, 
pues las leyes son incapaces de determi- 
nar las decisiones judiciales, por varias ra- 
zones: en primer lugar, enuncian fines, pro- 
yectos, direcciones que, si bien delimitan 
contornos, dejan al intérprete un cierto 
margen de maniobra. Segundo, el lengua- 
je legislativo está plagado de expresiones 
valorativas, vagas, que se refieren a esti- 
maciones y reglas extrajurídicas. Tercero, 
con frecuencia las leyes carecen de senti- 
do único y preciso. Cuarto, en ocasiones 
se detectan leyes contradictorias. En últi- 
mo lugar, una cantidad de lagunas eviden- 
cia que el sistema legal no es completo, 
las justificaciones que acompañan a la de- 
cisión son una racionalización ex post de 
algo que, aunque inconfesado, acaba resul- 
tando decisivo. 

Según el citado autor, develar esa 
realidad es justo lo que ha de perseguirse. 
Entre los valores jurisdiccionales que pro- 
pugnan la ideología de la libre decisión, la 
adaptación del Derecho a la vida es bási- 
co. Esto, porque habitualmente los jueces 
están más cercanos que los legisladores a 
los rasgos particulares de cada situación: 
el juez aprecia el caso concreto y no, como 
el legislador, supuestos abstractos; la de- 
cisión judicial ha de ser justa, pero la con- 
cordancia de una sentencia con la ley vi- 
gente, no es, de por sí, ninguna garantía de 
justicia 17• 

Concluye lgartua que la ideología de la 
libre decisión pone su punto de mira más 
en los valores puramente jurídicos y en el 
papel del juez, que en los valores puramente 
políticos; por ello es independiente de una 
concepción política concreta. 
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Para Wroblewski, el papel del juez en 
esta ideología es el del creador del Dere- 
cho; éste elabora el derecho jurispruden- 
cial, el cual existe al lado del derecho es- 
tablecido por el legislador (la oposición entre 
Statutory Law y Case Law pierde sentido, 
la rigidez de la ley es reemplazada por la 
elasticidad del Derecho elaborado por las 
decisiones judiciales). En esta creación las 
valoraciones juegan un papel decisivo, el 
juez las puede encontrar en varias fuentes 
del derecho (que no se reducen a la ley)18• 

El citado autor diferencia a su vez dos 
tipos de ideologías dentro de la ideología 
de la libre decisión judicial": la de tipo 
radical y la de tipo moderado. El tipo radi- 
cal desprecia el papel de las leyes, sobre 
todo en lo que concierne a los procesos psí- 
quicos de la decisión: la decisión es toma- 
da de manera emotiva y por intuición de 
las circunstancias del caso; si existe un con- 
flicto entre la ley y las valoraciones, debe 
ser resuelto a favor de éstas (puede decidir 
contra /egem). El juez entonces es el creador 
soberano del derecho, el gobierno de los 
jueces reemplaza al de las leyes. El tipo 
moderado no niega la importancia de las 
leyes; solamente en los casos en que ésta 
no baste, el juez debe buscar las solucio- 
nes en otras fuentes2º. 

e) La ideología de la decisión legal y 
racional 

Según Igartua, la ideología de la decisión 
legal es un compromiso entre la ideología 
de la decisión vinculada y la de la libre 
decisión. Sitúa por encima de todo el 
valor de la legalidad, se asume que perte- 
nece al legislador la función de estatuir el 
Derecho. 

Cuando la ley es precisa, se impone al 
juez su observancia estricta. Y cuando no, 
el juez debe moverse dentro de las posibles 
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opciones que le ofrece la ley en vigor; des- 
pués, la solución que se seleccione de entre 
las posibilidades debe ser justificada tomando 
como referencia el sistema de valores que 
encama el Derecho vigente, cuando éste baste 
como fuente de estimaciones judiciales o, 
en caso contrario, se recurrirá a otra axiolo- 
gía, pero nunca contraria a la del Derecho. 
En lajustificabilidad de la decisión con base 
en normas y valores legales consiste preci- 
samente la racionalidad que persigue esta 
tercera ideología21• 

No elimina la diferencia entre creación 
y la aplicación del Derecho. Al poner en 
primer plano el valor de la legalidad, esta 
ideología asume que es función del legis- 
lador elaborar el Derecho, y el juez debe 
mantenerse en principio dentro de estos 
límites. 

El proceso psicológico de la decisión 
judicial no puede identificarse con la jus- 
tificación de la decisión judicial: ésta sir- 
ve para objetivar la decisión y para con- 
trolarla; las valoraciones juegan un papel 
preponderante en el contenido de la deci- 
sión final, independientemente de la ma- 
nera como se expresan en las justificacio- 
nes. La ley puede concederle al juez una 
libertad de elección amplia o restringida; 
lo que no puede hacer es «restringirle sus 
valoraciones». 

3. LOS ELEMENTOS QUE CONFORMAN 
LA IDEOLOGÍA DE LA INTERPRETACIÓN 
CONSTITUCIONAL 

Por todo lo anterior podría considerarse 
que: 

1. La interpretación operativa de la Cons- 
titución descansa sobre parámetros que 
superan la pura técnica jurídica y son por 
tanto políticos o, si se quiere, ideológicos. 

2. Las ideologías de los jueces constitu- 
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cionales abarcan básicamente cuatro aspee. 
tos: el concepto que el juez tenga de lo que 
es una Constitución y de lo que es el Dere. 
cho (del orden jurídico), el concepto del 
poder constituyente junto con el concepto 
acerca de la labor del legislador, y, en últi- 
mo término, la idea de su propia labor. 

3. Esa ideología o conjunto de prejui- 
cios nos ayuda a comprender por qué los 
jueces "racionalmente" eligen opciones 
jurídicas determinadas o procedimientos 
interpretativos. 

4. Las técnicas de interpretación o mé- 
todos clásicos utilizados para la interpre- 
tación de la ley no son argumentos sufi- 
cientes para el juez constitucional en el 
momento del fallo22• 

Este conjunto de elementos puede ser 
visto por algunos como ideología, filoso- 
fía política o conjunto de prejuicios del 
operador jurídico; es el límite al que pode- 
mos llegar para describir el porqué de las 
decisiones de los Tribunales Constitucio- 
nales. Se convierten en una especie de "prin- 
cipio" en que basan su tarea de búsqueda 
de sentido o interpretación que hacen de la 
Constitución. 

Así las cosas, si el intérprete es un juez 
que considera que el Derecho es lo esta- 
blecido por la ley, su criterio trasladado a 
la Constitución le hará concebir a la mis· 
ma como una norma superior, establecida 
por el constituyente primario, al que se debe 
obedecer de acuerdo con sus intenciones 
literalmente contenidas en las cláusulas 
constitucionales. 

Si por el contrario, otro juez piensa que 
existen ( de acuerdo con la novena enmienda 
de la Constitución de los Estados Unidos, 
por ejemplo) otros derechos, que a pesar 
de no estar reconocidos en las normas son 
inherentes a la persona humana, éste mira· 
rá a la Constitución y al ordenamiento ju· 
rídico como un conjunto de normas que 
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deben ser interpretadas y aplicadas de acuer- 
do con valores (justicia, dignidad huma- 
na), pues considera que quien legisla ( o es 
la fuente del Derecho) no es sólo el legis- 
lador (parlamentos o asambleas de elección 
popular): éste es un poder más que decide 
lo que es Derecho (como una fuente más); 
por lo tanto, su propia labor es una labor 
creativa que busca descubrir lo que es jus- 
to en un caso determinado. 

Diferente pensará otro juez, para quien 
el legislador es racional y sabio represen- 
tante del pueblo; desde estos postulados 
pensará que su labor es la continuación de 
la labor de dicho legislador, y no aporta 
nada: será un juez mudo, como lo descri- 
bía Voltaire (explicaba que la mejor ley es 
aquella que no necesita ser interpretada y 
por ello el juez se limita a repetirla), o un 
juez operador mecánico de las palabras de 
la ley, de acuerdo con lo dicho por Mon- 
tesquieu, siempre que se entienda la ley 
como un producto perfecto23• 

La ideología del intérprete constitucio- 
nal nos permitirá, pues, anticipar en cierta 
medida, pero no de manera causal, ni ne- 
cesaria, ni lógicamente deducible, las pre- 
ferencias que tendrá cada juez al momento 
de elegir un procedimiento o un argumen- 
to para fallar. 

En el momento de aplicar una norma de 
la Constitución, los Tribunales Constitu- 
cionales parten de una ideología; ésta apo- 
ya la elección de una fuente de sentido, que 
a su vez se presentará bajo argumentos y 
procedimientos ( directivas de interpreta- 
ción) para lograr el convencimiento de un 
auditorio de acuerdo con el contenido de 
la misma24• Estas fases en la interpretación 
no se suceden cronológicamente: todas ellas 
están interrelacionadas, de tal manera que 
influyen en todo momento en que el juez 
decide acerca del sentido de una norma 
constitucional. Las dos primeras fases de 
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la función de interpretación (ideología y • 
elección de las fuentes de sentido) se en- 
cuentran en el fuero interno del operador 
jurídico; ello ha ocasionado la dificultad 
de un estudio sistemático de los mismos 
por imposibilidad fáctica, y la creencia de 
que son hechos de la subjetividad judicial 
inconfesables y en ocasiones censurables. 
Así las cosas, se estudia la interpretación 
en general como algo sinónimo de la apli- 
cación judicial de una norma, encontrán- 
dose tratados de aplicación-interpretación 
plagados de argumentos y procedimientos 
estrictamente objetivos, los cuales consti- 
tuyen la tercera fase (directiva de interpre- 
tación) que surge a la vida jurídica concre- 
tamente en los argumentos de las sentencias. 

4. DE LA IDEOLOGÍA JUDICIAL 
CONSAGRADA EN LA CONSTITUCIÓN 

El artículo 230 constitucional obliga a los 
jueces a ceñirse al imperio de la ley, que 
tiene su vértice en la ley constitucional 
como norma de normas, consagrada en el 
artículo 4 de nuestra Constitución; por 
ende sus valores irradian el sentido de 
todo el ordenamiento. 

Sin embargo, la Constitución le plantea 
al juez un concepto de Derecho que no posee 
como única fuente a la ley. Esa concep- 
ción iusnaturalista la podemos deducir del 
artículo 94, de acuerdo con el cual la enun- 
ciación de los derechos que hacen la Cons- 
titución y los tratados internacionales rati- 
ficados por Colombia no deben entenderse 
como negación de otros que siendo inhe- 
rentes a la persona humana, no figuren ex- 
presamente en ellos, y del propio preám- 
bulo, cuando al establecer los fines de la 
vida, la convivencia, el trabajo, la justicia, 
la igualdad, el conocimiento, la libertad y 
la paz, advierte que todo ello se logra den- 
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tro de «un marco jurídico democrático y 
participativo que garantice un orden polí- 
tico, económico y social justo». 

Así las cosas, nos encontramos ante el 
planteamiento de una ideología legal y ra- 
cional de todos los jueces, y por ende del 
juez Constitucional, en tanto que sus deci- 
siones no se agotan en la legalidad; parten 
de ésta, pero en la búsqueda de la justicia 
para el caso concreto que se impone de los 
postulados citados recrean el derecho. La 
misma Corte así lo ha dicho desde sus pri- 
meras sentencias; cito concretamente la 
sentencia T 406, que se refirió a la labor 
del juez en el Estado Social de Derecho, 
pues en el cambio de concepción de nues- 
tro Estado se vislumbra la importancia del 
juez en su estructura: 

«Estos cambios han producido en el de- 
recho no sólo una transformación cuan- 
titativa debida al aumento de la creación 
jurídica, sino también un cambio cualitati- 
vo, debido al surgimiento de una nueva ma- 
nera de interpretar el derecho, cuyo con- 
cepto clave puede ser resumido de la 
siguiente manera: pérdida de la importan- 
cia sacramental del texto legal entendido 
como emanación de la voluntad popular y 
mayor preocupación por la justicia mate- 
rial y por el logro de soluciones que con- 
sulten la especificidad de los hechos. Es- 
tas características adquieren una relevancia 
especial en el campo del derecho constitu- 
cional, debido a la generalidad de sus tex- 
tos y a la consagración que allí se hace de 
los principios básicos de la organización 
política. De aquí la enorme importancia que 
adquiere el juez constitucional en el Esta- 
do Social de Derecho»25. 

«La complejidad del sistema, tanto en 
lo que se refiere a los hechos objeto de la 
regulación, como a la regulación misma, 
hace infructuosa la pretensión racionalista 
que consiste en prever todos los conflictos 
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sociales posibles para asignar a ellos la 
solución normativa correspondiente. En el 
sistema jurídico del estado social de dere, 
cho se acentúa de manera dramática el pro. 
blema-planteado ya por Aristóteles-de 
la necesidad de adaptar, corregir, acondi- 
cionar la aplicación de la norma por me. 
dio de la intervención del juez. Pero esta 
intervención no se manifiesta sólo como 
el mecanismo para solucionar una disfun, 
ción, sino también, y sobre todo, como un 
elemento indispensable para mejorar las 
condiciones de comunicación entre dere- 
cho y la sociedad, es decir, para favorecer 
el logro del valor justicia (de la comunica- 
ción entre derecho y realidad), así ello con- 
lleve un detrimento de la seguridad jurídi- 
ca»26. 

«Es justamente aquí, en esta relación entre 
justicia y seguridad jurídica, en donde se 
encuentra el salto cualitativo: el sistema 
jurídico creado por el Estado liberal tenía 
su centro de gravedad en el concepto de 
ley, de código. La norma legal, en conse- 
cuencia, tenía una enorme importancia for- 
mal y material, como principal referente 
de la validez y como depositaria de la jus- 
ticia y de la legitimidad del sistema. En el 
estado intervencionista se desvanece bue- 
na parte de la importancia formal (validez) 
y de la importancia material (justicia) de 
la ley»27. 

Nuestra Constitución consagra valores 
y principios de gran amplitud; la función 
de nuestra Corte es la de concretar dichos 
conceptos jurídicos indeterminados de acuer- 
do con las expectativas de eficacia que tie- 
ne nuestra sociedad. Asumir que la función 
de interpretación y de control de constitu- 
cionalidad posee dimensiones ajenas a lo 
estrictamente normativo, es asumir la im- 
portancia de la posición ideológica de nues- 
tros jueces constitucionales que son adrni- 
ti das en aras de la búsqueda del valor justicia. 
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Actualmente nuestras críticas se reducen a 
la usurpación de funciones, de la ilegitimi- 
dad de las mismas cuando se enfrenta con 
las concepciones del legislador. 

CONCLUSIÓN 

Se debe dejar de lado la ideología norma- 
tivista del juez vinculado como punto de 
partida de la crítica a la función de la 
jurisdicción constitucional. 

Los tribunales constitucionales a lo lar- 
go de su historia han desarrollado ideologías 
que pueden estar acordes o no con la ideo- 
logía de la sociedad; en el último caso han 
llegado a deslegitimarse, lo cual ha lleva- 
do a la sociedad a plantear la falta de lími- 
tes a este poder y la necesidad de implan- 
tarlos. 

Sin embargo, es importante advertir que 
el único medio de control a las decisiones 
de la jurisdicción constitucional se encuentra 
en la crítica de sus argumentaciones, la cual 
debe basarse entonces en la ideología de 
la decisión legal y racional que se deduce 
del texto constitucional; por ello es funda- 
mental que la opinión pública y la comu- 
nidadjurídica analicen conjuntamente si el 
concepto acerca del derecho, de la Consti- 
tución, del poder constituyente primario y 
del legislador son los que actualmente po- 
see la sociedad civil. 
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